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Sr. Amilivia González, Presidente 
 
Sr. Rey Martínez, Consejero y 
Ponente 
Sr. Velasco Rodríguez, Consejero 
 
Sra. García Fonseca, Secretaria 
 
 
 
 

El Pleno del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, 
reunido en Zamora el día 20 de 
febrero de 2014, ha examinado el 
proyecto de decreto legislativo por 
el que se aprueba el texto refun-
dido de las normas legales vigentes 
en materia de condiciones de 
acceso y disfrute de la prestación 
esencial de renta garantizada de 
ciudadanía de Castilla y León, y a la 
vista del mismo y tal como 
corresponde a sus competencias, 
emite, por unanimidad, el siguiente 

 
 

DICTAMEN 
 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 
El día 7 de febrero de 2014 tuvo entrada en este Consejo Consultivo la 

solicitud de dictamen preceptivo sobre el proyecto de decreto legislativo por el 
que se aprueba el texto refundido de las normas legales vigentes en materia de 
condiciones de acceso y disfrute de la prestación esencial de renta garantizada 
de ciudadanía de Castilla y León. 

 
Examinada la solicitud y admitida a trámite con la misma fecha, se 

procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del Consejo 
con el número de referencia 47/2014, iniciándose el cómputo del plazo para la 
emisión del dictamen. Turnado por el Sr. Presidente del Consejo, correspondió 
su ponencia al Consejero Sr. Rey Martínez. 

 
Primero.- El proyecto. 
 
El proyecto de decreto legislativo sometido a consulta consta de un 

preámbulo, un artículo único aprobatorio del texto refundido, una disposición 
adicional, una derogatoria y una final. 
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El preámbulo se refiere, en primer lugar, a la norma en que se contiene la 
delegación legislativa a la Junta de Castilla y León para que dicte el texto refun-
dido proyectado. Tal norma es la Ley 11/2013, de 23 de diciembre, de Medidas 
Tributarias y de Reestructuración del Sector Público Autonómico, cuya disposición 
final décima “autoriza a la Junta de Castilla y León para elaborar y aprobar, 
dentro del plazo de dos meses desde la entrada en vigor de esta Ley, un texto 
refundido de las normas legales vigentes en materia de condiciones de acceso y 
disfrute de la prestación esencial regulada en la Ley 7/2010, de 30 de agosto”. 
 

Explica, a continuación, que en el texto refundido se incorporan los 
preceptos de las leyes dictadas en la materia por la Comunidad, esto es, la Ley 
7/2010, de 30 de agosto, por la que se regula la renta garantizada de 
ciudadanía de Castilla y León, y las previsiones contenidas en el artículo 8 del 
Decreto-ley 2/2013, de 21 de noviembre, por el que se adoptan medidas 
extraordinarias de apoyo a las personas y familias afectadas por la crisis en 
situación de vulnerabilidad o riesgo de exclusión social en Castilla y León, en el 
que, según indica “se introducen nuevas reglas para el acceso a la prestación 
de renta garantizada de ciudadanía, con el fin último de dar respuesta a nuevas 
vulnerabilidades, como son la exclusión financiera o el endeudamiento elevado, 
surgidas de la crisis económica y financiera”. 
 

El artículo único que aprueba el texto refundido, a su vez, consta de 
treinta y siete artículos, una disposición adicional y una final.  

 
La disposición adicional única señala que las referencias normativas 

efectuadas en otras disposiciones a los preceptos de la Ley 7/2010 y al 
Decreto-ley 2/2013 se entenderán realizadas a los preceptos correspondientes 
del texto refundido que se aprueba. 
 

La disposición derogatoria única tras una cláusula derogatoria general, 
en relación con todas las disposiciones de igual o inferior rango que se opongan 
a lo dispuesto en el texto refundido, hace referencia expresa a las disposiciones 
que, en particular, quedan derogadas, la Ley 7/2010 y el artículo 8 del Decreto-
ley 2/2013. 

 
La disposición final única establece que, tanto el decreto legislativo como 

el texto refundido que aprueba, entrarán en vigor el día siguiente al de su 
publicación en el “Boletín Oficial de Castilla y León”. 
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En cuanto al texto refundido, su contenido puede resumirse como se 
expone a continuación: 

 
El título preliminar (“Disposiciones generales”) se refiere al objeto de la 

ley, ámbito subjetivo, principios informadores, concepto, carácter y finalidad de 
la prestación, definición de las situaciones de exclusión social y los destinatarios 
de la prestación (artículos 1 a 9). 

 
El título I (“Requisitos de los destinatarios”) contempla los requisitos de 

los destinatarios de la renta garantizada de la ciudadanía, tanto del titular como 
de los miembros de las unidades familiares o de convivencia. Igualmente se 
definen las circunstancias que configuran la situación de carencia de medios 
económicos en la que deben encontrarse los destinatarios de la prestación 
(artículos 10 a 12). 

 
El título II (“Contenido obligacional”) regula las obligaciones de los 

destinatarios de la prestación y se refiere al proyectos individualizados de 
inserción (artículos 13 y 14). 

 
El título III (“Cuantía de la prestación”) fija las reglas de determinación 

de las cuantías de la prestación y en concreto contempla la cuantía básica y los 
complementos, la determinación de la cuantía mensual, el incremento por razón 
de alquiler o adquisición de vivienda, así como la cuantía máxima de la 
prestación (artículos 15 a 19). 

  
El título IV (“Normas generales sobre el procedimiento”) contiene las 

normas relativas a su inicio, instrucción y terminación (artículos 20 a 23). 
 
El título V (“Devengo y seguimiento de la prestación”) se refiere al 

devengo, al mantenimiento temporal y al seguimiento de la prestación 
(artículos 24 a 26). 

 
El título VI (“Modificación y extinción de la prestación y suspensión de la 

percepción de la cuantía”) se refiere además de a las situaciones determinantes 
de la modificación, extinción y suspensión, al reintegro de cantidades percibidas 
(artículos 27 a 30). 
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El título VII (“Cooperación y colaboración”) prevé la necesaria 
colaboración interadministrativa e interorgánica, la de las entidades del sector, 
la comunicación y cesión de datos entre administraciones públicas y la posible 
creación de estructuras de trabajo (artículos 31 a 33). 

 
El título VIII (“Financiación de la prestación”) regula la forma en que se 

financiará la prestación y establece la posibilidad de ampliar los créditos 
correspondientes con el fin de garantizar su suficiente cobertura (artículos 34 y 
35). 

 
El título IX (“Comisión de Seguimiento de la Renta Garantizada de 

Ciudadanía”) crea la Comisión a que se refiere el título y remite al reglamento la 
determinación de sus funciones, composición y régimen de funcionamiento 
(artículos 36 y 37). 

 
La disposición adicional prevé que la participación de los destinatarios de 

la renta garantizada de ciudadanía en acciones de planes de empleo no afecte a 
la prestación reconocida, sin perjuicio de su suspensión o modificación. 

 
En la disposición final se faculta a la Junta de Castilla y León y a la 

Consejería competente en materia de servicios sociales para dictar cuantas 
disposiciones sean necesarias para el desarrollo y ejecución de esta ley. 

 
Segundo.- El expediente remitido. 

 
En el expediente que acompaña al proyecto de decreto legislativo, 

además de un índice de documentos que lo conforman, figuran los siguientes: 
 

- Borradores del proyecto de decreto legislativo, el inicial de 27 de 
enero y el sometido a dictamen de este Consejo de 5 de febrero, ambos de 
2014. 

- Memorias del proyecto, la primera acompaña al proyecto inicial y 
la segunda al definitivo, con los que comparten las fechas de 27 de enero y 5 
de febrero de 2014, respectivamente. 

 
- Trámite de audiencia conferido a las Consejerías de conformidad 

con lo estipulado en el artículo 75.4 de la Ley 3/2001, de 3 de julio de Gobierno 
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y Administración de la Comunidad de Castilla y León, en el que ninguna de ellas 
ha formulado observaciones. 

 
- Informe de la Dirección General de Presupuestos y Estadística de 

30 de enero de 2014. 
 
-Informe de la Dirección de los Servicios Jurídicos de 31 de enero 

de 2014, de acuerdo con lo establecido en la Ley 6/2003, de 3 de abril, de 
Asistencia Jurídica de la Comunidad de Castilla y León. 

 
-Informe de la Secretaría General de la Consejería proponente de 

5 de febrero de 2014. 
 

En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 
Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- Competencia del Consejo Consultivo de Castilla y León. 

 
El Consejo Consultivo dictamina en el presente expediente con carácter 

preceptivo, de conformidad con lo previsto en el artículo 4.1.b) de la Ley 
1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo Consultivo de Castilla y León, al 
tratarse de un supuesto de legislación delegada, correspondiendo al Pleno 
emitir el dictamen según lo establecido en el artículo 19.2 de la Ley precitada. 

 
2ª.- Contenido del expediente. 

 
El artículo 53.1 del Reglamento Orgánico del Consejo Consultivo dispone 

que las solicitudes de dictamen deberán incluir toda la documentación y 
antecedentes necesarios para dictaminar sobre las cuestiones consultadas, así 
como el borrador, proyecto o propuesta de resolución. A la documentación y 
antecedentes se acompañará un índice numerado de documentos. 
 

Para el supuesto de los proyectos de decretos legislativos ha de 
considerarse documentación necesaria la exigida para los anteproyectos de ley 
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por el artículo 75.3 de la Ley 3/2001, de 3 de julio, del Gobierno y de la 
Administración de la Comunidad de Castilla y León. 

 
El artículo 75.4 exige, además, que el proyecto se envíe a las restantes 

Consejerías para su estudio, se informe por los servicios jurídicos de la 
Comunidad y se someta, previamente a su aprobación por la Junta de Castilla y 
León, al examen de los órganos consultivos cuya consulta sea preceptiva. 

 
Contrastada la documentación remitida, puede afirmarse que el proyecto 

de decreto legislativo cumple las exigencias sustanciales para su elaboración, 
aspecto éste de singular importancia si se tiene en cuenta que el 
procedimiento, tanto en su aspecto formal como material, opera como una 
garantía para la legalidad, acierto y oportunidad de las actuaciones 
administrativas.  

 
3ª.- Requisitos generales de los textos refundidos. 

 
El artículo 82.1 de la Constitución reconoce la posibilidad de que las 

Cortes Generales deleguen en el Gobierno la potestad de dictar normas con 
rango de ley, con sujeción a determinados requisitos. 
 

Se contempla así la figura denominada “delegación recepticia”, una de 
las modalidades de delegación legislativa, en cuya virtud la ley no sólo autoriza 
al reglamento para que regule materias que en principio le estarían vedadas, 
sino que, además, atribuye ab initio a esa regulación posterior el rango formal 
de ley (siempre que se cumplan los requisitos de la delegación). 

 
Por su parte, el artículo 25.3 del Estatuto de Autonomía prevé la 

posibilidad de que las Cortes de Castilla y León puedan delegar en la Junta la 
aprobación de decretos legislativos, delegación que se encuentra sujeta a los 
mismos requisitos y condiciones que operan en el ámbito estatal. 
 

Tales requisitos y condiciones, de acuerdo con las previsiones 
constitucionales (artículos 82 y siguientes), en particular por lo que se refiere al 
proyecto de decreto legislativo sometido a dictamen, pueden resumirse en el 
sentido de que la delegación: 
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a) Debe otorgarse de manera expresa, excluyéndose de antemano 
cualquier posibilidad de interpretar que se ha concedido implícitamente. 

 
En el presente caso, la delegación se autoriza por la disposición 

final décima de la Ley 11/2013, de 23 de diciembre. 
 
b) Sólo puede conferirse al gobierno, en este caso a la Junta de 

Castilla y León, quien, a su vez, tiene prohibida la subdelegación a una 
autoridad distinta. 

 
c) Debe versar sobre una materia concreta, con determinación del 

ámbito normativo al que se refiere la delegación. 
 
En este sentido, la disposición final décima de la Ley 11/2013, de 

23 de diciembre, ya citada, refiere la autorización a la elaboración y aprobación 
de un texto refundido de las normas legales vigentes en materia de condiciones 
de acceso y disfrute de la prestación esencial de renta garantizada de 
ciudadanía regulada en la Ley 7/2010, de 30 de agosto.   

 
d) Debe fijar un plazo para su ejercicio, pues no puede entenderse 

concedida por tiempo indeterminado. 
 
Dicho plazo, en el presente supuesto, es de dos meses desde la 

entrada en vigor de la Ley 11/2013, de 23 de diciembre, la cual tuvo lugar, 
según su disposición final decimotercera, el 1 de enero de 2014. 

 
e) Se agota por el uso que de ella haga la Junta. 
 
f) Puede revestir dos modalidades: una por la que se autoriza tan 

sólo la mera reformulación de un texto único, y otra por la que, además, se 
autoriza la regularización, aclaración y armonización de los textos legales que 
han de ser refundidos. 
 

En el presente caso, la autorización se limita a la mera reformulación del 
texto, ya que la ley de delegación no incluye en aquélla la facultad añadida de 
regularizar, aclarar y armonizar los textos legales que han de ser refundidos, 
pues se limita a señalar que “Se autoriza a la Junta de Castilla y León para 
elaborar y aprobar, dentro del plazo de dos meses desde la entrada en vigor de 
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esta Ley, un Texto refundido de las normas legales vigentes en materia de 
condiciones de acceso y disfrute de la prestación esencial regulada en la Ley 
7/2010, de 30 de agosto”.  
 

La finalidad de los textos refundidos ha sido expuesta por el Consejo de 
Estado en numerosos dictámenes; sirva de ejemplo el Dictamen 906/2008, de 
19 de junio, en el que, remitiéndose a su vez al Dictamen 1.736/2007, expone 
que “los reales decretos legislativos, en su modalidad de textos refundidos, 
tienen la finalidad de recoger en una sola norma un conjunto de disposiciones 
dispersas, con dos efectos distintos, a saber: uno derogatorio y otro, 
mantenedor o, en su caso, actualizador. El efecto derogatorio comporta que 
aquellas disposiciones cuyo contenido queda incorporado a la nueva norma 
quedan abrogadas como tales, pues su contenido queda incorporado al nuevo 
texto.  
 

El efecto conservador y, en su caso actualizador, se concreta en que las 
normas que son refundidas siguen formando parte plena del ordenamiento 
jurídico al quedar insertas en el nuevo texto.  

 
La Constitución permite en su artículo 82.5 que, si el legislador así lo 

dispone, el Gobierno pueda, no ya transcribir sin más las normas que deben 
refundirse, sino actualizar, aclarar y armonizar las mismas, esto es, depurarlas 
a fin de asegurar su coherencia, de suerte que el texto refundido final que se 
ofrezca resulte completo y sistemático”.  

 
Tal facultad, como ha señalado el Tribunal Constitucional (por ejemplo, 

Sentencia 13/1992, de 6 de febrero), permite “introducir normas adicionales y 
complementarias a las que son estrictamente objeto de refundición, siempre 
que sea necesario para colmar lagunas, precisar su sentido o, en fin, lograr la 
coherencia y sistemática del texto único refundido”. Ahora bien, el propio 
Tribunal también ha insistido en la ausencia de capacidad innovadora del texto 
refundido, advirtiendo que éste se limita a sustituir a las normas objeto de 
refundición, ocupando su lugar en el ordenamiento jurídico (Sentencia 
194/2000, de 19 de julio). 
 

En el mismo sentido, el Consejo de Estado (Dictamen de 28 de octubre 
de 2004, expediente nº 2.515/2004) ha tenido la oportunidad de precisar que 
la referida facultad habilita para realizar “algunas alteraciones en el texto literal 
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de los preceptos objeto de refundición, en la medida en que sea necesario para 
clarificar una redacción unitaria del texto legal unificado, si bien con el límite de 
no establecer nuevos preceptos jurídicos que no estén ya expresamente 
incluidos en los textos legales que se refunden. Se trata, como ha señalado en 
otras ocasiones este Consejo, de una labor técnica, que puede suponer una 
cierta tarea de interpretación e integración de posibles lagunas y antinomias, 
pero que ha de carecer de cualquier alcance innovador y que sólo se justifica 
en razón de la propia coherencia del texto normativo”. 

 
Por último, ha de señalarse que el contenido de un texto refundido, en 

palabras del Consejo de Estado en su Dictamen 1.399/2001, de 14 de junio, 
debe ser legítimo, completo y fiel. 
 

Legítimo, porque recoja tan sólo disposiciones con fuerza de ley que 
estén vigentes, por no haber sido derogadas ni declaradas inconstitucionales. 
 

Completo, porque abarque toda la normativa legal vigente en la materia 
objeto de refundición. 
 

Debe responder fielmente al tenor literal de las disposiciones que se 
refunden, sin perjuicio de ligeros retoques en algunos preceptos para adaptarse 
a la situación actual o al rigor conceptual, debiendo tenerse presente que la 
elaboración de un texto refundido, aunque se trate, como en este caso, de lo 
que la Constitución llama “texto único”, no es una tarea puramente mecánica, 
sino que requiere a veces algún ajuste para mantener la unidad, corregir 
errores o rectificar términos. 
 

En definitiva, el decreto legislativo es por expresa voluntad constitucional 
una norma con fuerza de Ley y que goza de ella desde su publicación, pero sólo 
en aquéllo en lo que no se sobrepase el límite de la delegación; si se superase 
tal límite, o se regulase ex novo alguna materia, la norma quedaría reducida a 
un simple reglamento que, como tal, no puede oponerse a la ley y, por tanto, 
queda sometido al control de la potestad reglamentaria a través de las técnicas 
que para tal control se establecen en nuestro ordenamiento jurídico y que son 
ejercitables ante la Jurisdicción Contencioso Administrativa (por todas, 
Sentencias del Tribunal Supremo, Sala 3ª, de 9 de abril de 1997 y de 10 de 
febrero de 2000), como se ha recogido expresamente en el artículo 1.1, último 
inciso, de la Ley 29/1998, de 13 de julio, de la Jurisdicción Contenciosa-
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Administrativa: “Los Juzgados y Tribunales del orden contencioso-administrativo 
conocerán de las pretensiones que se deduzcan en relación con la actuación de 
las Administraciones públicas sujeta a Derecho Administrativo, con las 
disposiciones generales de rango inferior a la Ley y con los Decretos 
Legislativos cuando excedan los límites de la delegación”.  

 
Además, el efecto derogatorio de la nueva regulación está subordinado a 

la fidelidad de la refundición, como ponen de manifiesto las Sentencias del 
Tribunal Supremo, Sala 3ª, de 12 de marzo y 22 de enero de 2001, pues no 
puede entenderse la derogación cuando la tarea refundidora introduzca 
modificaciones que puedan implicar una limitación o supresión de derechos 
reconocidos por las normas objeto de la refundición, pues nos encontraríamos 
con una extralimitación de la delegación legislativa (ultra vires). 
 

4ª.- Observaciones al articulado. 
 
1. Antes de proceder a examinar la corrección jurídica de la refundición 

legislativa, se impone realizar alguna consideración previa que no se refiere 
tanto al proyecto de decreto legislativo, como al proceso del que trae causa. El 
artículo 2.1 de la Ley reguladora de este Consejo Consultivo le encomienda 
velar por la observancia del Estatuto de Autonomía y de todo el ordenamiento 
jurídico. Pues bien, el procedimiento seguido en relación con la regulación del 
derecho a una renta garantizada de ciudadanía suscita algunas dudas de 
conformidad con el Estatuto de Autonomía. En efecto, la refundición que se 
está analizando procede, sobre todo, de dos normas, la Ley 7/2010, de 30 de 
agosto, por la que se regula la renta garantizada de ciudadanía de Castilla y 
León y las previsiones albergadas en el artículo 8 del Decreto-ley 2/2013, de 21 
de noviembre, de medidas extraordinarias de apoyo a las personas y familias 
afectadas por la crisis. Este Decreto-ley, según su propia exposición de motivos 
indica, introduce “nuevas reglas para el acceso a la prestación de renta 
garantizada de ciudadanía”, con el fin último de “dar respuesta a nuevas 
vulnerabilidades, como son la exclusión financiera o el endeudamiento elevado, 
surgidas de la crisis económica y financiera”.  

 
No corresponde, por supuesto, al Consejo Consultivo enjuiciar -y mucho 

menos ex post facto- el presupuesto de hecho habilitante del decreto-ley 
mencionado. Pero, como garante jurídico del Estatuto de Autonomía de Castilla 
y León, este Consejo debe necesariamente recordar que nuestro Estatuto de 
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Autonomía prohíbe en su artículo 17.2 regular contenidos esenciales de los 
derechos contenidos en el capítulo II del título I (entre ellos, en el artículo 13.9, 
el derecho a una renta garantizada de ciudadanía) mediante cualquier otra 
norma que no sea una “ley de las Cortes de Castilla y León”. Por tanto, el 
Estatuto veda la posibilidad de regular aspectos esenciales del derecho de 
acceso a la renta garantizada de ciudadanía mediante un Decreto-ley.  

 
El derecho a una renta garantizada de ciudadanía se reconoce como 

derecho social de los castellanos y leoneses en el artículo 13.9 del Estatuto de 
Autonomía. No hace falta pronunciarse ahora sobre el debate teórico de si se 
trata, en puridad, de un derecho o no, porque desde un punto de vista de 
derecho positivo, es un hecho indubitado que el artículo 17.2 del Estatuto 
reserva su regulación básica, en cualquiera de los casos, a Ley de Cortes y, en 
un sentido coincidente, el artículo 25.4 veda la regulación de los derechos 
previstos en el Estatuto al Decreto-ley. Esto tiene sentido a partir de la clásica 
técnica de la reserva de ley en relación con los derechos. El Parlamento 
representa a todos y el Gobierno a la mayoría, aunque gobierne para todos; de 
ahí que las decisiones más importantes que puede adoptar la Comunidad, como 
son, precisamente, las que afectan a los derechos de las personas, deban ser 
adoptadas por la institución que representa a todos, en nuestro caso, las 
Cortes, que representan “al pueblo de Castilla y León” (artículo 20.1 del 
Estatuto).  

 
Tampoco es necesario ahora examinar a fondo si la regulación que 

introduce el Decreto-ley 2/2013, de 21 de noviembre es o no esencial (por 
cierto, el artículo 25.4 del Estatuto prohíbe absolutamente que se regulen los 
derechos estatutarios mediante Decreto-ley, sin requerir expresamente que 
afecte a su contenido esencial). En cualquier caso, es evidente que sí parece de 
la suficiente entidad como para justificar una posterior refundición de normas. 
No estamos en presencia, con el Decreto-ley aludido, por tanto, de una simple 
colaboración normativa respecto de la Ley 7/2010, de 30 de agosto, como si se 
tratara de un simple reglamento, sino de una norma con fuerza de ley que 
modifica el régimen del derecho de una manera, como mínimo, significativa. Y, 
por tanto, se trata de una norma sobre la que gravitan serias dudas de 
adecuación al Estatuto de Autonomía. Por ello, lo más correcto, desde el punto 
de vista jurídico, habría sido modificar mediante una ley de Cortes la Ley 
7/2010, de 30 de agosto, introduciendo, en su caso, las correcciones necesarias 
derivadas de la realidad socio-económica cambiante. Utilizar, por ejemplo, el 
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mecanismo de conversión en ley del decreto-ley que prevé el propio artículo 
25.4 del Estatuto. Ello no hubiera sanado la posible invalidez de la regulación 
de aspectos esenciales de un derecho estatutario mediante decreto-ley, pero, al 
menos, hubiera permitido a las Cortes legislar sobre la materia, como ordena el 
Estatuto, y no hurtar de nuevo dicha regulación legislativa mediante una norma 
con fuerza de ley del Gobierno, en este caso un decreto legislativo. Es decir, ni 
un decreto ley ni un decreto legislativo pueden sustituir correctamente en este 
caso la regulación que sólo a una ley de Cortes corresponde.  
 

2. Entrando ya en el objeto de la consulta, para determinar con precisión 
si el proyecto que se dictamina se adecua a la autorización concedida por la 
disposición final décima de la Ley 11/2013, de 23 de diciembre, conviene hacer 
una referencia al distinto carácter de las normas cuya refundición se pretende. 
 

La Ley 7/2010, de 30 de agosto, reguladora de la renta garantizada de 
ciudadanía de Castilla y León, dio cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 
13.9 del Estatuto de Autonomía de Castilla y León, que consagra, entre los 
derechos sociales de los ciudadanos de Castilla y León que se encuentren en 
situación de exclusión social, el de acceso a una renta garantizada de 
ciudadanía.  
 

Por su parte, el Decreto-ley 2/2013, de 21 de noviembre, por el que se 
adoptan medidas extraordinarias de apoyo a las personas y familias afectadas 
por la crisis en situación de vulnerabilidad o riesgo de exclusión social en 
Castilla y León, como se indicó anteriormente, ha incidido en el derecho 
estatutario de acceso a la renta garantizada de ciudadanía, ya que en él, según 
señala el preámbulo del proyecto, se introducen nuevas reglas para el acceso a 
la prestación de renta garantizada de ciudadanía, con el fin último de dar 
respuesta a nuevas vulnerabilidades, como son la exclusión financiera o el 
endeudamiento elevado surgidas de la crisis económica y financiera.  
 

En el informe al proyecto de la Dirección de los Servicios Jurídicos 
incorporado al expediente, se pone de manifiesto la dificultad que en este 
supuesto plantea la labor refundidora. Señala al respecto que “la 
responsabilidad del ejecutivo es abordar una compleja tarea incorporando los 
nuevos postulados, requisitos que afectan a la prestación sobre los 
anteriormente vigentes, cuyo resultado no puede traducirse sino en un nuevo 
texto que actualice el régimen jurídico -en la medida que debe derogar los 
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textos anteriores-. En este caso el respeto de los difusos límites de la 
delegación, debe tener, en todo momento, como límite, la voluntad expresada 
por el legislador de hacer compatibles textos normativos cuyo contenido viene 
mediatizado por el contexto temporal por el que se han dictado, construyendo 
entre ambos un régimen jurídico único de cara al futuro”. 
 

Tal dificultad deriva de la necesidad de hacer compatible una regulación 
con vocación de permanencia, la contenida en la Ley 7/2010, de 30 de agosto, 
con la establecida en el Decreto-ley 2/2013, de 21 de noviembre, en concreto 
en su artículo 8, dedicado a la cuestión, para el que el propio Decreto-ley 
establece una vigencia limitada.  
 

Así lo reconoce el mismo artículo 8 del Decreto-ley 2/2013, de 21 de 
noviembre, el cual, desde un principio, alude a la excepcionalidad y 
temporalidad de la regulación que establece: “A los efectos de acceder a la 
prestación prevista en la Ley 7/2010, de 30 de agosto, por la que se regula la 
renta garantizada de ciudadanía de Castilla y León, de forma excepcional, con 
la vigencia prevista en la disposición final tercera, apartado 2, se aplicarán las 
siguientes reglas específicas: (…)”. 

 
Por su parte, la citada disposición final tercera del Decreto-ley 2/2013, de 

21 de noviembre, en su apartado segundo, dispone: 
 

“2. La medida establecida en el artículo 4 mantendrá sus efectos 
durante los dos años siguientes a la entrada en vigor de este decreto-ley. Las 
medidas previstas en los artículos 5 y 8 mantendrán su vigencia mientras que el 
Producto Interior Bruto de la Comunidad de Castilla y León no experimente un 
incremento superior al 2% anual, y en todo caso, mientras subsistan las 
circunstancias que justifican la adopción de las mismas”.  
 

El proyecto de decreto legislativo sometido a dictamen, sin embargo, no 
repara en la provisionalidad de las medidas reguladas en el artículo 8 del 
Decreto-ley 2/2013, de 21 de noviembre, que establece su disposición final 
tercera, ya que el contenido de esta disposición final no se incorpora a la 
regulación proyectada. De este modo, el proyecto transgrede abiertamente los 
límites de la ley de delegación, puesto que convierte en normas permanentes 
las que con carácter excepcional y vigencia temporal establece el citado 
Decreto-ley. 
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Ello supone que por este Consejo deba efectuarse una observación de 

carácter sustantivo a la casi totalidad del proyecto, puesto que la incorporación 
a éste de las reglas establecidas en el artículo 8 del Decreto-ley 2/2013, de 21 
de noviembre, con omisión de la referida nota de provisionalidad, incide en 
toda la regulación proyectada, ya sea directamente, en aquellos artículos a los 
que resultan incorporadas, o bien indirectamente, en la medida en que, en 
definitiva, condicionan la aplicación del resto de los requisitos necesarios para el 
acceso y disfrute de la prestación. Excepción puede hacerse de las normas que 
integran los Títulos VII a IX del proyecto, en cuanto aparecen referidas a 
aspectos tales como la cooperación y colaboración administrativa, la 
financiación y la comisión de seguimiento de la prestación. 
 

Los preceptos del proyecto en los que tal deficiencia incide de un modo 
directo son los siguientes: el artículo 8.2, el cual, a tenor del artículo 8.1 del 
Decreto-ley 2/2013, de 21 de noviembre, pretende incorporar con carácter 
general un límite de un máximo de dos prestaciones diferenciadas por unidad 
familiar, que no impone el vigente artículo 8.2 de la Ley 7/2010, de 30 de 
agosto; el artículo 8.3; el artículo 9.3; el artículo 10.a), último párrafo, en el 
que, además, se omite la referencia a que la situación que contempla venga 
motivada por el empeoramiento coyuntural de la situación económica del 
solicitante que establece el artículo 8.6 del Decreto Ley 2/2013, de 21 de 
noviembre; el artículo 10.b), en su párrafo inicial, en el que se sustituye el 
requisito de tener una edad de hasta 64 años del artículo 10.b) de la Ley 
7/2010, de 30 de agosto, por el requisito temporal previsto en el artículo 8.2 
del Decreto-ley de tener la edad exigida para el acceso a una prestación, sea o 
no contributiva, ligada además a la acreditación de una situación de exclusión 
coyuntural, cuya referencia sin embargo omite el proyecto; el artículo 10.e).1º, 
en lo referente a las mujeres que por circunstancias económicas sobrevenidas 
residan en centros específicos destinados a la atención de problemáticas 
sociales asociadas a situaciones de violencia de género o abandono familiar; el 
artículo 10.h); el artículo 11.1.c), en lo que se refiere tanto a la falta de 
exigencia de la inscripción como demandante de mejora de empleo, 
considerada necesaria en el mismo artículo de la Ley 7/2010, de 30 de agosto, 
como a la necesidad, no prevista en esta última, de que el cuidador familiar de 
la persona dependiente tenga suscrito convenio con la seguridad social; el 
artículo 12.a) párrafos 9º, 10º, 11º y último; el artículo 12.b), párrafos 2º a 6º; 
el artículo 13.2.d) en cuanto a la eliminación de la obligación de mantener la 
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inscripción como demandante de mejora de empleo que contempla el mismo 
precepto de la Ley 7/2010, de 30 de agosto; el artículo 18.1 in fine, en lo 
relativo a la obligación de estar al corriente de pago de las deudas que 
menciona; el artículo 18.2; el artículo 23.4; y el artículo 28.1.g) y h). 

 
La observación sustantiva a estos artículos deberá ser atendida para que 

resulte procedente el empleo de la fórmula “de acuerdo con el dictamen del 
Consejo Consultivo”. 

 
En lo demás, cabe también poner de manifiesto la mayor limitación que 

impone a la labor refundidora del Ejecutivo el que, en el presente caso, la ley 
11/2013, de 23 de diciembre, de delegación omita cualquier referencia a la 
facultad de regularizar, aclarar y armonizar los textos legales a refundir, 
facultad que, como se indicó en la consideración jurídica anterior, otorga un 
mayor margen de actuación que el que representa la tarea de mera 
reformulación de un texto único. Desde esta óptica procede efectuar las 
siguientes observaciones al proyecto: 

 
- A la hora de definir el objeto de esta regulación, el artículo 1 del 

proyecto sustituye la referencia a la “situación de exclusión social” que contenía 
el artículo 1 de la Ley 7/2010, de 30 de agosto, por la relativa a la “situación de 
vulnerabilidad o riesgo de exclusión social”. Tal y como advirtió este Consejo en 
el Dictamen nº 346/2010, de 15 de abril, sobre el anteproyecto de ley 
reguladora de esta prestación, la primera expresión que fue definitivamente 
empleada en la Ley 7/2010, de 30 de agosto, parecía limitarse a la categoría de 
la exclusión estructural y dejaba al margen a la llamada exclusión coyuntural, 
caracterizada por una carencia temporal de recursos, en la que no concurren 
sin embargo los factores sociales propios de la exclusión estructural. El proyecto 
ahora, por el contrario, parece poner el acento en la exclusión coyuntural al 
referirse a personas en “situación de vulnerabilidad o riesgo de exclusión”. Por 
tanto, debería proporcionarse una definición del ámbito subjetivo de la norma 
que englobe a todos sus eventuales destinatarios y que guarde coherencia con 
el resto de la regulación, en particular, con la catalogación de las situaciones de 
exclusión establecida el artículo 6 del proyecto. 

 
- El artículo 8.8 del Decreto-ley 2/2013, de 21 de noviembre, solo 

prevé la actualización anual según IPC del valor de los vehículos adaptados 
para personas con discapacidad, mientras que el artículo 12.b).5º del proyecto 
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la extiende al resto de vehículos que menciona, en los que no concurre la 
circunstancia de adaptación descrita. 

 
- A la vista de las reglas contenidas en el 8.11 del Decreto-ley 

2/2013, que relaciona determinadas causas de denegación y/o extinción de la 
prestación, incorporadas tanto al artículo 23.4 como al artículo 28.1.h) del 
proyecto, debe tenerse presente que el incumplimiento del proyecto 
individualizado de inserción, como causa de extinción, quedaría englobado en la 
contemplada en el artículo 28.1.c) del proyecto “El incumplimiento de las 
obligaciones establecidas para los destinatarios”, sin que precise de la remisión 
al artículo 23.4.e) que efectúa el artículo 28.1.h) del texto. Por otra parte, 
carece también de sentido la remisión que este artículo 28.1.h) hace a la 
circunstancia del artículo 23.4, letra a), “Incumplir los requisitos necesarios para 
el reconocimiento de la prestación”, pues en tal caso debe entrar en juego la 
causa de extinción del artículo 28.1.a) del proyecto “La inexistencia de alguno 
de los requisitos necesarios para el reconocimiento, constatada con 
posterioridad a éste”. Ambos aspectos tienen trascendencia en orden a la 
adopción de las medidas cautelares del artículo 28.2, y a los supuestos a los 
que afecta la prohibición de solicitar una nueva prestación durante 6 meses del 
artículo 28.4, pues tales opciones solo entran en juego respecto de las causas 
de extinción relacionadas en las letras a), b) y c) del artículo 28.1 del proyecto. 
 
 

III 
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 

El proyecto de decreto legislativo por el que se aprueba el texto 
refundido de las normas legales vigentes en materia de condiciones de acceso y 
disfrute de la prestación esencial de renta garantizada de ciudadanía de Castilla 
y León, excede de los límites de la delegación efectuada en la disposición final 
décima de la Ley 11/2013, de 23 de diciembre, de Medidas Tributarias y de 
Reestructuración del Sector Público Autonómico, en los términos expuestos en 
el cuerpo de este dictamen. Atendida esta observación de carácter sustantivo, 
sin lo cual no resultará procedente el empleo de la fórmula “de acuerdo con el 
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dictamen del Consejo Consultivo de Castilla y León”, y consideradas las 
restantes, puede elevarse a la Junta de Castilla y León para su valoración. 

 
No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 

 


